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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por la señora ÁNGELA INÉS NOREÑA PUERTA, contra la decisión adoptada el 13 de marzo de 2014 por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, que negó la protección de los derechos fundamentales por ella invocados y en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR.
ANTECEDENTES

Cuenta la señora Noreña que se encuentra vinculada dentro de la planta de personal en carrera administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar desde hace 21 años. El 3 de mayo de 2012 mediante Resolución No. 1622 emanada de la Secretaría General del ICBF la nombró en encargo en un cargo de carrera administrativa en la regional Santander, pasando con ello del grado de técnico administrativo al de profesional universitario; afirma, que dicho encargo lo aceptó y tomó posesión el 16 de mayo de 2012. Posteriormente, el 5 de octubre de ese mismo año, mediante oficio solicitó ser trasladada, lo cual le fue concedido mediante resolución No. 0382 del 30 de enero de 2013, para la regional Risaralda; para poder separarse del cargo que tenía en la regional Santander, debía hacer la correspondiente entrega del puesto y esperar la calificación de servicios por parte de sus superiores. Así las cosas, sólo hasta el mes de octubre del año 2013 inició los trámites para poder calificar al encargo de “pedagogo grado 7” como profesional universitario dentro del ICBF regional Risaralda; sin embargo, en una conversación vía Internet se le informó que la evaluación de desempeño de la regional Santander no fue remitido a satisfacción y el mismo era necesario para ser tenida en cuenta para el encargo atrás mencionado. Frente a ello, manifestó que copia de ese documento le había sido entregado a ella, y que otras se habían mandado a la oficina de encargos del ICBF.

Por lo anterior, afirma la petente que le escribió al Director de la Seccional Santander, con el fin de que le enviara al nivel central de la entidad el soporte de su evaluación de desempeño, sin recibir respuesta alguna. Dada esa situación, aportó vía correo electrónico la copia que se le había entregado, pero el día 28 de octubre de 2013 se le comunicó que la misma había sido realizada de manera incorrecta, pues no se explicaban las razones por las cuales no se hizo por 360 días, además debían ponderar los días efectivamente laborados para dar el porcentaje de evaluación. Adicionalmente, la calificación no tenía diligenciada la casilla de notificación, por tanto no era posible determinar si se encontraba o no en firme. 

Dado que la evaluación de desempeño estaba incompleta, su hoja de vida no fue considerada para el cargo al que aspiraba, dejando de lado su experiencia y formación académica, por lo cual manifestó por la intranet su inconformidad con la decisión, obteniendo respuesta por el mismo medio el 7 de noviembre de 2013, indicándole nuevamente que su evaluación de desempeño para el periodo 2012-2013 no se encontraba registrada, toda vez que no recibieron las evaluaciones parciales eventuales que deben soportar la calificación definitiva. 

Por lo narrado, y aunque la señora Ángela no expresa claramente cuál es su pretensión, encuentra la Colegiatura que al considerar la accionante que la entidad accionada desconoció sus derechos con el procedimiento realizado para evaluar su hoja de vida, pues de cierta manera siente que le trasladó a ella la responsabilidad administrativa de realizar la evaluación de desempeño como requisito para optar al cargo de pedagogo; por ello se logra entender que lo que pretende de la Judicatura es que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia ordenarle al Director Seccional Santander del ICBF, realizar la corrección a su evaluación de desempeño; y adicionalmente, disponer que la Dirección de Gestión Humana, rehaga el procedimiento de elección de encargos para el cargo de pedagogo grado 7, del cual fue excluida. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, admitió la petición de amparo interpuesta, mediante auto del 13 de diciembre del año 2013 ordenando la notificación a las partes accionadas en la forma indicada en la ley y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió, mediante sentencia del 3 de enero de 2014, no tutelar los derechos fundamentales invocados por la parte demandante; dicha decisión fue apelada en ese entonces por la señora Noreña, pero en sede de segunda instancia el 20 de febrero del año avante se decretó la nulidad de la actuación surtida toda vez que no se había vinculado a la misma al Director de la Seccional Santander del ICBF. Después de esto, El Despacho procedió a realizar las vinculaciones del caso y abordó nuevamente el estudio del asunto, resultando ello en una nueva sentencia proferida el 13 de marzo de 2014, por medio de la cual el Juez Especializado, nuevamente negó el amparó deprecado  al continuar considerando que la señora Noreña tiene otros medios de defensa judicial para atacar las decisiones del ICBF que considera vulneratorias de sus derechos, pues en su caso no se evidencia la existencia de un perjuicio irremediable, ya que ella, a pesar de no haber sido nombrada en el cargo al que aspiraba, sí se encuentra vinculada a la institución en el régimen de carrera. Sin embargo, requirió a la encartada que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la decisión procediera a hacer las correcciones a la evaluación de desempeño de la actora. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, la señora Noreña Puerta presentó escrito de impugnación indicando no estar de acuerdo con la decisión del Juez de instancia ya que en todo el proceso está visto que por un error que no es imputable a ella su hoja de vida no fue tenida en cuenta para el encargo en el cargo de pedagogo grado 7, ello a pesar de haber demostrado sus ingentes esfuerzos para subsanar el error. Por otra parte, consideró que lo dicho por el ICBF respecto de que lo que ella pretende es revivir términos que le finiquitaron para atacar la decisión de no nombrarla, no es cierto, pues la tutela la interpuso a los pocos días de que las listas de nombrados fueran publicadas, además ella hizo uso de los recursos con los cuales contaba para atacar la decisión que le fue desfavorable, prueba de ello es el correo enviado mostrando su oposición a tal determinación. 
Adicionalmente, dijo que si el error en que incurrió la entidad accionada es tan evidente para el Juez de tutela, al punto de indicar en su fallo que efectivamente ello la perjudicó, no entiende el por qué simplemente se limitó a requerir al ICBF para que realizara las correcciones en su evaluación de desempeño, y decir que la protección constitucional pedida resultaba improcedente, a sabiendas que ella agotó la vía administrativa para lograr que su hoja de vida sí fuera tenida en cuenta al momento de los nombramientos. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Concretamente lo indicado por la libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordene al ICBF Dirección de Gestión Humana, rehacer el procedimiento de elección de encargos para el cargo de pedagogo grado 7 en la regional Risaralda, del cual fue excluida.
Acerca de la procedencia de la tutela: 

Antes de entrar a analizar los derechos presuntamente vulnerados, encuentra la Sala que es necesario analizar la procedencia o no de la presente acción constitucional, para ello es importante recordar que el artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.
3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.
5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”
Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de unos derechos fundamentales, dado que existen temas que pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria en donde por especialidades pueden resolver con más precisión el conflicto propuesto, primordialmente en aquellas materias donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar si le asiste o no razón a la parte demandante; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales.  Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”
 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 

En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del  Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.

Del caso concreto: 

En este asunto, la señora Ángela Inés considera que el Juez A-quo erró al no conceder la tutela a sus derechos fundamentales, puesto que en todo el asunto se hizo evidente que su imposibilidad para poder ser tenida en cuenta en el proceso de selección de pedagogo grado 7 en la seccional Risaralda del ICBF, era imputable a un mal manejo administrativo de su evaluación de desempeño por parte de sus superiores de la seccional Santander, donde laboró desde el 16 de mayo de 2012 y hasta el 30 de enero de 2013, situación que sin serle imputable la perjudicó, pues sirvió como fundamento para ser excluida del proceso de selección ya referenciado. 

De acuerdo a lo anterior, cuestiona la actora la eficacia de la acción constitucional para proteger derechos vulnerados, e inquiere a la Sala a pensar si un fallo de la justicia ordinaria al momento de que sea proferido tendría alguna validez y eficacia frente a su situación actual.

En ese orden de ideas, atendiendo las normas y la jurisprudencia atrás citada y con el ánimo de resolver los interrogantes de la actora, debe indicarle la Sala primero que todo, que la tutela es un mecanismo, como ella misma lo indica, creado por el legislador para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando éstos se vean amenazados o vulnerados por la acción u omisión de una autoridad pública o por una privada que ejerce funciones públicas, siempre y cuando el Juez de tutela pueda evidenciar claramente que se le está causando o se le va a causar un perjuicio grave e irremediable a quien invoca la protección constitucional; es por ello que la Máxima Guardiana de la Constitución ha sido enfática en decir que el perjuicio o menoscabo que se le pueda causar al accionante debe ser tan grande que no pueda esperar la intervención del juez natural del asunto porque de hacerlo, al momento de que éste decida, muy seguramente el daño ya estaría consumado y no habría manera de regresar las cosas a su estado natural. 
“Así pues, no obstante la informalidad del amparo constitucional, quien pretende eludir transitoriamente el trámite ordinario de un problema jurídico, debe presentar y sustentar los factores a partir de los cuales se configura el perjuicio irremediable, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es insuficiente para justificar la procedencia la acción de tutela.  Esta tesis fue desarrollada en la sentencia T-436 de 2007[16], de la cual es importante destacar las siguientes consideraciones:
 
“En concurrencia con los elementos configurativos que llevan a determinar que se está en presencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal ha sostenido que, para que proceda la tutela como mecanismo de defensa transitorio, se requiere también verificar que dicho perjuicio se encuentre probado en el proceso. Sobre este particular, ha expresado la Corte que el juez constitucional no está habilitado para conceder el amparo transitorio, que por expresa disposición constitucional se condiciona a la existencia de un perjuicio irremediable, si el perjuicio alegado no aparece acreditado en el expediente, toda vez que el juez de tutela no está en capacidad de estructurar, concebir, imaginar o proyectar, por sí mismo, el contexto fáctico en el que ha tenido ocurrencia el presunto daño irreparable[17].
 
“La posición que al respecto ha adoptado esta Corporación, reiterada en un distintos fallos, no deja duda de que la prueba o acreditación del perjuicio irremediable es requisito fundamental para conceder el amparo. Por ello, ha señalado la Corte que quien promueva la tutela como mecanismo transitorio, no le basta con afirmar que su derecho se encuentra sometido a un perjuicio irremediable. Es necesario, además, que el afectado “explique en qué consiste dicho perjuicio, señale las condiciones que lo enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de juicio que le permitan al juez de tutela verificar la existencia del elemento en cuestión”[18].””

Así las cosas, revisado lo existente encuentra la Corporación que si bien en cierto, y tal como lo evidenció el Juez A-quo, se presentó un problema administrativo al momento de que el Director de la Regional Santander del ICBF elaborara la calificación de servicios de la señora Noreña, y que tal situación no le es imputable a ella, también es cierto que no se puede afirmar que la Dirección de Gestión Humana de la entidad le vulneró el debido proceso por no haber tenido en cuenta su hoja de vida al momento de la sección de las personas a ocupar cargos de encargo en la modalidad de Pedagogo grado 7 en la seccional Risaralda de la institución, pues tal oficina lo único que hizo fue seguir el conducto regular para tales casos, y esperar hasta donde le fue posible que la actora solucionara el problema con su evaluación de desempeño en la seccional Santander, sin que tal situación se materializara a tiempo, lo que ocasionó que no se pudiera considerar su nombre para el cargo, pero ello por si sólo no representa una violación al debido proceso y menos a los principios de legalidad y mérito en la función pública, pues la administración nunca actuó a sus espaldas y le informó lo sucedido apenas se percató del error en su calificación, cosa distinta sería que nunca se lo hubiera comunicado y la hubiese excluido de la convocatoria sin ninguna explicación.  
Aunado a lo anterior, es necesario mencionar que el derecho al trabajo acá no se evidencia vulnerado porque en la actualidad la señora Noreña Puerta se encuentra laborando para el ICBF ya que es empleada de carrera, por ende su mínimo vital está asegurado; además, la posibilidad de ser nombrada en el cargo de pedagoga grado 7, era eso una mera expectativa, pues el haber tenido su hoja de vida completa no le aseguraba que sí la fueran a nombrar a ella, por ende lo único que tenía era probabilidades mas no certezas, por ende no puede el Juez constitucional afirmar que a ella se le vulnera el derecho al trabajo por no habérsele tenido en cuenta al momento de los nombramientos. 
Así las cosas, acá no existe evidencia alguna de la ocurrencia de un perjuicio grave, irremediable e inminente que se le esté causando a la señora Ángela Inés, pues como ya se vio el que la nombraran o no en el cargo al cual aspiraba era una mera posibilidad y ella tiene un empleo dentro de la misma entidad accionada, aunque en una categoría menor, por ende puede acudir a la justicia ordinaria para atacar los actos administrativos que considera vulneraron sus derechos, ya que el Juez de tutela no tiene la potestad de invadir la órbita de la justicia ordinaria cuando es claro que quien invoca la protección no se encuentra en una situación tal que ponga en riesgo una garantía constitucional de altísimo nivel, como puede ser la vida, la integridad física, la libertad, entre otros; ya que no fue la voluntad del constituyente que este mecanismo excepcional fuera usado para resolver todos los problemas que surjan entre la administración y los administrados. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por el Juzgado Penal del Circuito Especializado, el 13 de marzo de 2013, en donde se negó por improcedente la tutela de los derechos fundamentales invocados por la señora ÁNGELA INÉS NOREÑA PUERTA, en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, ello de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA  RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional. Sentencia T-514 de 2003. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007.


� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional Sentencia T-187 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez


� Corte Constitucional, sentencia T-747 de 2008, M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
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